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Hallazgos fundamentales  
 
La encarcelación por motivos políticos constituye una herramienta clave para controlar la 
disidencia y va unida a la marcada erosión de la democracia. En estas épocas de tensión 
política, las sentencias de prisión, las detenciones y los procesos penales contra opositores del 
gobierno aumentaron repentinamente en seis países que recientemente han sufrido una notable 
decadencia de la democracia: Nicaragua, Tanzania, Tailandia, Túnez, Turquía y Venezuela. 
Aquellos que se convierten en objetivos de estas sanciones pueden permanecer tras las rejas 
durante largos períodos de tiempo, a la espera de que se dicte sentencia firme y les impide 
participar en oposición política, periodismo y defensa activa de los derechos humanos. Además 
del desgaste físico que estas medidas suponen, la prisión trae consigo una serie de consecuencias 
sicológicas y costos económicos que pueden llegar a afectar a todas las familias de los 
prisioneros. 
 
Por cada preso político que se encuentra tras las rejas, otros opositores del gobierno se ven 
abocados a sufrir limitaciones más sutiles equivalentes a la “la muerte civil.” Los líderes 
antidemocráticos apuntan hacia los disidentes y críticos del gobierno, aplicándoles otras formas 
de represión que no les permiten hacer su trabajo ni participar normalmente dentro de la 
sociedad—esta condición es la que los expertos llaman “muerte civil.” Dentro de las tácticas de 
muerte civil se cuentan el control de viajes, el seguimiento físico, la inclusión en listas negras y 
la incautación de bienes. Las anteriores restricciones se suelen aplicar conjuntamente a actores 
tanto estatales como no estatales y pueden ocurrir por medios oficiales y no oficiales. Hemos 
observado una combinación de restricciones equivalentes a muerte civil en cada uno de los seis 
países estudiados. 
 
El servilismo del poder judicial facilita el encarcelamiento político y la muerte civil a 
instancias de los regímenes autocráticos. Los líderes que logran el control del poder judicial 
pueden utilizar a los jueces como una poderosa herramienta de represión. Las personas elegidas 
como blancos de estas prácticas carecen de acceso a mecanismos cruciales, como presentar 
recursos o exigir responsabilidad, cuando el poder judicial actúa a favor de los intereses del 
ejecutivo. Los miembros del poder judicial con ideas independientes también se exponen a 
convertirse en objetivos de la persecución estatal y podrían ser destituidos de sus cargos y 
reemplazados por otros jueces leales al estado, lo cual erosiona aún más la institucionalidad. 
 
Es esencial contrarrestar la prisión política y la muerte civil en la lucha por la libertad. La 
prisión política y la muerte civil empoderan a los líderes antiliberales e intolerantes en su intento 
por eliminar de la sociedad a sus críticos más vehementes y eficaces. Esta táctica puede ocurrir 
en países que han presenciado la erosión de la democracia, pero que no han llegado aún al 
extremo de los regímenes autoritarios. El monitoreo de las tácticas de encarcelamiento político y 
muerte civil, y el emprendimiento de acciones en su contra cuando exista, son cruciales para 
luchar contra el autoritarismo, al igual que el apoyo a los agentes del cambio democrático para 
evitar futuras oleadas de represión. 
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Introdución 
 
El estado no carece de imaginación cuando se trata de intimidar a la gente para que guarde 
silencio.1 –Activista social tanzano  
 
Un líder de la oposición está tras las rejas, acusado de un sinnúmero de delitos falsos, 
supuestamente cometidos antes de las elecciones nacionales. Una adolescente fue acusada de 
difamación de la monarquía por cuanto abogaba por el cambio democrático en su país; además, 
se le prohíbe volver a sus estudios después de haber sido liberada de su detención bajo fianza. Un 
defensor de los derechos humanos, al intentar viajar al extranjero en busca de trabajo, se entera 
de que está bajo investigación por terrorismo y no se le permite viajar. Después de más de un 
año, uno de sus colegas sigue languideciendo en detención previa al juicio. Una juez es 
destituida de su cargo después de que el presidente de su país suspendió el parlamento; la 
pensión del estado a la que tenía derecho y su seguro de salud fueron congelados. 
 
Estos son apenas unos pocos ejemplos de la forma en que los regímenes antidemocráticos 
impiden que sus oponentes, tanto reales como imaginarios, lleven una vida normal — los 
opositores incluyen defensores de derechos humanos, periodistas, activistas políticos, líderes de 
la oposición, servidores públicos, desertores del gobierno, manifestantes y personas del común. 
La táctica más visible es la de los presos políticos, posiblemente encarcelados mediante procesos 
judiciales politizados y sentencias de prisión o medidas preventivas anteriores al juicio, que los 
mantienen detenidos durante meses o años antes de dictarles sentencia. 
 
No obstante, por cada preso político que se encuentra tras las rejas, son muchos más los 
opositores y críticos del gobierno que afrontan restricciones más sutiles, es decir lo que algunos 
expertos llaman la “muerte civil.” Si bien el término tiene diferentes acepciones en los distintos 
campos de estudio,2 Freedom House se centra en la muerte civil como un estado en el que los 
oponentes son privados de su capacidad de participar en la sociedad mediante una combinación 
de métodos represivos, dentro de los  que se cuentan el control de viajes, la vigilancia física, la 
inclusión en listas negras y la incautación de bienes. En la práctica, tales métodos se pueden 
manifestar en prohibiciones de viajar y confiscación de pasaportes, en policías apostados fuera 
de sus domicilios con el fin de que los vecinos los vean, en dificultades para encontrar o 
conservar un empleo debido al estigma social o formar parte de una lista negra, en expulsión de 
la universidad, en incautación de bienes y en bloqueo de cuentas bancarias. Estos métodos 
también pueden estar relacionados con condiciones para ser liberados de la detención o 
encarcelación política, o se pueden imponer solos, a través de órdenes oficiales o mediante 
presión social. Los objetivos suelen estar expuestos a varios de estos métodos de manera 
simultánea, lo que produce una acumulación sofocante de efectos que les impide trabajar o llevar 
una vida normal. 
 
La encarcelación política1 y, hasta cierto punto, las tácticas represivas que producen la muerte 
civil, reciben mucha atención en regímenes con un largo historial de autoritarismo, como los son 

 
1 En este informe, se utiliza el término “Encarcelación política” como una forma corta de referirse a sentencias de 
prisión por motivos políticos, al igual que detenciones, juicios penales e investigaciones politizadas contra 
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China, Irán y Corea del Norte. Sin embargo, el uso de estas estrategias para castigar y silenciar a 
los opositores y críticos también es pronunciado en entornos que han sufrido una fuerte erosión 
de la democracia en épocas más recientes. A través de nuestra investigación, buscamos 
comprender de qué manera los aspirantes a líderes autocráticos, o los más recientes, reprimen a 
los opositores individuales y cómo tales métodos se manifiestan durante épocas de degradación 
de la democracia. En el presente informe analizamos estas dinámicas en seis países que sufrieron 
un marcado deterioro de la democracia en los últimos 20 años: Nicaragua, Tanzania, Tailandia, 
Túnez, Turquía y Venezuela. 
 

El informe se basa en entrevistas con 42 expertos de los distintos países y lo complementamos 
con investigaciones de escritorio o desk research. Entre las personas que entrevistamos se 
cuentan actores de la sociedad civil, defensores de los derechos humanos, periodistas, 
investigadores y académicos; varios de ellos han sufrido en carne propia la privación de la 
libertad por motivos políticos y algunos elementos de muerte civil. Las citas han sido editadas 
levemente para efectos de claridad. 
 
La encarcelación política ha contribuido a controlar la disidencia en medio de un ambiente más 
amplio de erosión de la democracia en cada uno de los seis países bajo estudio. Además, 
observamos que las tácticas que contribuyen a la muerte civil—control de viajes, vigilancia 
física, inclusión en listas negras e incautación de activos—también ocurren en la totalidad de los 
seis países. La encarcelación política y las medidas de muerte civil han acompañado a los golpes 
contra el poder antidemocrático, las manifestaciones masivas contra el gobierno y las campañas 
electorales. Además, estas medidas se esgrimen en países que todavía deben ser más resolutivos 
con los sistemas autoritarios; su uso no comenzó cuando llegaron a lo más profundo del 
autoritarismo (algunos todavía están por llegar a ese nivel) sino más bien en momentos en que 
cada país había sido calificado como Parcialmente Libre o Libre en Freedom in the World, el 
informe anual que publica Freedom House acerca de los derechos políticos y las libertades 
civiles. Encontramos que el encarcelamiento por motivos políticos y la muerte civil se dan en 
paralelo con la degradación de la democracia.  
 
El riesgo de que se desplieguen estas tácticas contra los defensores más activos de la democracia, 
quienes luchan de manera incansable y valiente en muchos países del mundo donde existe 
erosión de la democracia, es serio y preocupante. Además de eliminar eficazmente a los 
opositores y disidentes de la sociedad, la prisión política y la muerte civil pueden tener efectos 
devastadores desde el punto de vista físico, psicológico y económico para las personas señaladas 
y sus familias. No obstante, la posibilidad de presentar recursos y exigir responsabilidad es 
limitada, puesto que los sistemas judiciales son flexibles y apoyan el confinamiento injusto y los 
mismos jueces se pueden convertir en objetivos si no acatan las normas. 
 
“Cualquier tipo de herramienta que puedan utilizar para controlar la sociedad, la utilizan,” según 
afirmó Christopher Hernandez-Roy, director delegado y miembro y académico senior del 
Programa para las Américas del Centro de Estudios Estratégicos e Internacionales, quien ha 
documentado casos graves de abuso contra los derechos humanos en medio de la represión 

 
opositores o críticos del gobierno, tanto reales como presuntos. “Opositor del gobierno” incluye críticos y 
aquellos que expresan su desacuerdo. 

https://freedomhouse.org/report/freedom-world
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masiva que existe en Venezuela.3 Aun así, una amplia gama de actores sigue luchando 
valientemente contra el autoritarismo.  
 
 

Rejas visibles: Encarcelación política en medio de una 
democracia en declive  
Capturaron a políticos famosos, líderes de partidos políticos, jueces y abogados. ¿Quién soy yo? 
Podría desaparecer y nadie oiría siquiera hablar de mí.4 – Actor de la sociedad civil  
 
Aunque las sentencias de prisión, las detenciones y los procesos judiciales ocurren en todo el 
mundo, su aplicación no se limita a los regímenes más duros y autoritarios. Estas tácticas están 
documentadas en lugares que viven muchas formas de erosión de la democracia, como se ilustra 
en cada uno de los seis casos que Freedom House analizó para llevar a cabo este estudio. 
Encontramos que la encarcelación surge en medio del desmantelamiento súbito o gradual de las 
instituciones democráticas y tiene un enorme impacto físico, psicológico y económico sobre los 
detenidos y las personas que los rodean. 
 
Escalamiento de la prisión por motivos políticos 
 
Arrebatar el poder, inclusive mediante golpes de estado, suele ser característico de duras 
campañas de encarcelamiento político que elevan considerablemente los costos de desafiar los 
actos antidemocráticos. En Tailandia, un país plagado de golpes de estado,5 cientos de personas, 
inclusive políticos, periodistas y activistas, fueron detenidas bajo custodia militar después del 
más reciente levantamiento para tomarse el poder, ocurrido en 2014. Esta táctica normalmente se 
sostiene durante siete días y se conoce como “ajuste de actitud.”6 En Túnez, después de un 
considerable avance democrático en la década que siguió al derrocamiento de Zine el-Abidine 
Ben Ali, en julio de 2021 el presidente Kaïs Saïed suspendió el parlamento y en últimas lo 
disolvió al año siguiente, desmanteló las instituciones democráticas recientemente establecidas 
en el país y llevó a cabo un referendo constitucional que fortaleció el poder ejecutivo. Después 
de la toma del poder por parte de Saïed, al menos ocho líderes de los principales partidos de la 
oposición se encuentran detenidos a la espera de un juicio por cargos no comprobados de atentar 
contra la seguridad nacional. Periodistas y defensores de los derechos humanos han permanecido 
detenidos por infringir la nueva ley represiva de delitos cibernéticos, al igual que empresarios, 
abogados y otros que han sido acusados de delitos etéreos de “conspiración”.7 
 
Así mismo, los golpes fallidos han fortalecido la erosión de la democracia, además de la prisión 
política. Después del intento de golpe de estado ocurrido en 2016, el presidente Recep Tayyip 
Erdoğan impulsó con éxito una reforma constitucional que convirtió a Turquía en un país 
gobernado por decretos presidenciales. Los nuevos poderes le han permitido a Erdoğan 
encarcelar y detener prácticamente a cualquiera que represente una amenaza: “Quienquiera que 
sea eficaz, es necesario perseguirlo,” según afirmó un actor turco de la sociedad civil.8 Dentro de 
las personas que se han visto sometidas a largos períodos de detención previa al juicio y a duras 
sentencias de cárcel se cuentan periodistas, miembros de la oposición y académicos.9 
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Algunos regímenes duraderos que no se han endurecido hasta el punto de convertirse en sistemas 
autoritarios también emplean la prisión política, aunque el número de detenidos varía con el 
tiempo. En Tanzania, en el año 2015, la victoria presidencial de John Magufuli, candidato del 
partido Chama cha Mapinduzi (CCM) que ha dominado la política durante décadas, en una 
elección inusualmente reñida, condujo a un período de represión sin precedentes, donde los 
objetivos eran la oposición política, los medios, la sociedad civil y cualquier otro que fuera 
considerado una amenaza para el régimen. Se utilizaron tanto leyes nuevas como ya existentes 
para apuntar contra la oposición, inclusive se dictó una nueva ley que regulaba los partidos 
políticos y prohibía las manifestaciones políticas que se aplicaba de manera selectiva a la 
oposición y terminaba en capturas.10 
 
La resistencia contra el creciente autoritarismo que actualmente rige en Nicaragua y Venezuela 
ha suscitado medidas represivas, inclusive detenciones masivas y arbitrarias, que se hicieron 
posibles después del desmantelamiento sistemático de las instituciones democráticas y la 
consolidación del poder ejecutivo. En Venezuela, Hugo Chávez sentó las bases para que su 
sucesor, Nicolás Maduro, pudiera emprender campañas de encarcelación política a gran escala, 
inclusive mediante el sistema de llenar los tribunales de aliados del gobierno, y por medio de 
nuevas leyes. Si bien Chávez solía encarcelar a sus opositores,11 Maduro ha escalado 
significativamente el uso de la detención política y la violencia a gran escala, especialmente en 
medio de protestas masivas contra el gobierno que ocurrieron en 2014, 2017 y 2019.12 “Con 
Maduro, lo que vimos fue un retorno a la represión sistemática clásica—capturas arbitrarias, 
abuso en las calles, ausencia del debido proceso, tortura de los detenidos,” según afirmó a 
Freedom House Tamara Taraciuk Broner, del Programa para el Estado de Derecho, directora del 
Diálogo Interamericano.13 De acuerdo con la organización no gubernamental Foro Penal, en 
Venezuela se capturaron cerca de 16.000 presos políticos entre enero de 2014 y diciembre de 
2022. Comparativamente, la organización informó que a la muerte de Chávez en 2013, 
solamente había 11 presos políticos.14  
 
En Nicaragua, la erosión de la democracia se aceleró después de que Daniel Ortega fue elegido 
presidente en 2006. Ortega, quien ha buscado una mayor consolidación en el poder, supervisó las 
medidas represivas después de que la propuesta del gobierno de reducir las pensiones provocara 
una manifestación masiva contra el gobierno en abril de 2018. Para mediados del año, más de 
1.900 personas habían sido detenidas, dentro de las que se contaban líderes políticos de la 
oposición, además de activistas, académicos y periodistas.15 Desde entonces, continúan las 
detenciones y éstas renacieron en la antesala de la elección presidencial fraudulenta de 2021.16 
En su informe de marzo de 2023, el Grupo de Expertos en Derechos Humanos de la ONU para 
Nicaragua afirmó que tenía motivos razonables para creer que las violaciones y abusos 
cometidos desde el 2018, por orden de la administración de Ortega, eran consistentes con delitos 
de lesa humanidad.17 
 
Los líderes han incrementado la encarcelación política en respuesta a otras manifestaciones, 
relativamente pacíficas, lo que limita la posibilidad de disentir. En Tailandia, entre los años 2020 
y 2021, se presentaron grandes protestas, generalmente bajo el liderazgo de las juventudes a 
favor de la democracia, en parte como respuesta a la decisión de la corte de disolver el mayor 
partido de oposición18 y como resultado se encontraron con una gran cantidad de detenciones: se 
reportó que en agosto de 2023 cerca de 2.000 personas fueron objeto de cargos penales 
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relacionados con las manifestaciones.19 En Turquía, la policía reprimió de manera violenta las 
protestas de Gezi Park en 2013, cuyos manifestantes se oponían a la demolición de un parque, 
pero luego esta protesta escaló hasta convertirse en una manifestación nacional en contra del 
gobierno.20 Si bien al inicio se detuvo a miles de personas en lo que se denominó “los juicios de 
Gezi” terminó en 2022 con la condena de ocho activistas por acusaciones de conspiración; cinco 
de ellos todavía permanecían en prisión en noviembre de 2023.21 
 
La encarcelación de activistas, disidentes, periodistas y otros que desafían los abusos del 
gobierno tiene graves consecuencias en la salud de la democracia del país. El hecho de 
mantenerlos apartados de la sociedad permite a los líderes autoritarios y a los que se inclinan 
hacia el autoritarismo cometer abusos sin mayor escrutinio y aquellos que conservan su libertad 
posiblemente sean menos proclives a protestar debido al miedo real de ser los próximos 
detenidos. “A veces también pienso que al régimen le gusta que [los antiguos presos y detenidos 
políticos venezolanos] cuenten su historia porque eso aumenta el miedo,” dijo a Freedom House 
Franz von Bergen, periodista venezolano,.22 
 
Presión sobre las familias y seres queridos  
 
Además de los perjuicios causados a la sociedad civil cuando encarcelan a críticos y opositores, 
los daños que produce la privación política de la libertad son graves y duraderos para las 
víctimas y sus familias. En los seis países estudiados, los expertos resaltaron el alto precio, tanto 
físico como sicológico, que deben pagar. El abuso incluye la tortura sistemática en Nicaragua y 
Venezuela, al igual que la violencia en el primer momento de la detención y la negación de 
atención médica.23  
 
Además, los efectos de la prisión política trascienden al individuo objetivo y se extienden al 
grupo específico al que éste pertenece. Las familias y los seres queridos llevan un peso enorme 
sobre sus hombros y pueden ser presionados por las autoridades para tratar de persuadirlos de 
que detengan su activismo o se entreguen, o para hacer aún más daño al objetivo final. Los 
miembros de la familia también se exponen a ser en víctimas de detención politizada y a 
enfrentar cargos penales, o a ser objeto de acoso, amenazas e intimidación por parte de actores 
estatales y no estatales, inclusive por parte de personas que apoyan al gobierno y vigilantes.24 En 
algunos casos, esto puede generar contiendas dentro de las familias.25 Los parientes también 
huyen del país como resultado de la presión, lo que separa a las familias.26 El precio sicológico 
de la encarcelación política para los miembros de la familia es inmenso y puede provenir de un 
sinnúmero de fuentes, como ser testigos de redadas y arrestos, incertidumbre sobre el paradero 
del ser querido y horribles visitas a la cárcel, en caso de que las permitan.27 
 
En los seis países analizados se informó sobre los apuros económicos que afectan tanto a los 
prisioneros como a sus familias: generalmente, quien mantiene el hogar es precisamente quien 
está tras las rejas.28 Las fianzas y la asesoría legal suelen ser costosas;29 además de que los 
parientes por lo general tienen que llevar ciertos elementos a los presos y detenidos políticos para 
cubrir sus necesidades básicas, como alimentos y medicinas, lo que es especialmente oneroso 
para las familias de bajos ingresos. En Nicaragua, un abogado especialista en derechos humanos, 
hablando sobre los presos políticos de bajos ingresos en ese país, señaló: “Los parientes luchan 
por sobrevivir y, si llevan alimentos al prisionero, posiblemente ellos mismos no puedan comer 
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ese día.”30 El costo de viajar a visitar y llevar suministros a sus seres queridos y asistir a las 
audiencias judiciales también es alto.31 Adicionalmente, el impacto no desaparece cuando liberan 
al prisionero; los efectos suelen permanecer durante mucho tiempo. Los programas diseñados 
para ayudar a los presos políticos exigen apoyo integral y holístico que contribuya a la 
recuperación física, emocional y económica. 

Rejas invisibles: El impacto de la muerte civil 
 
La muerte civil fue terrible.32 – Defensor nicaragüense de derechos humanos  
 
El confinamiento físico de los opositores y críticos del gobierno detenidos y encarcelados es una 
estrategia muy notoria encaminada a apartar a las personas de la sociedad. No obstante, más allá 
de las rejas, existe toda una suerte de tácticas que impiden la vida normal de los defensores de 
derechos humanos, periodistas, activistas políticos, figuras de la oposición y otros. Más aún, no 
les permiten buscar trabajo para fomentar la democracia y los derechos humanos. Varios de los 
entrevistados califican lo anterior como “muerte civil.”33 La muerte civil también ha sido 
reconocida como una táctica utilizada por los partidarios de los líderes autoritarios. Por ejemplo, 
en 2016, un periodista partidario del gobierno en Turquía hizo un llamado para someter a los 
académicos disidentes a la “muerte civil.”34  
 
Como concepto, la muerte civil no es nueva y se ha venido aplicando de formas distintas en una 
serie de contextos, tanto en la literatura como en otro tipo de informes. Dentro de esta serie de 
contextos se cuentan las condiciones de los opositores y críticos del gobierno en entornos 
autoritarios, el análisis de leyes contemporáneas y anticuadas que utilizaban este término y la 
discriminación contra colectivos con discapacidad o alguna enfermedad.35 Nuestro enfoque va 
dirigido al primer concepto, es decir, al hecho de usarla para privar a los opositores de la 
posibilidad de participar en la sociedad mediante alguna combinación de métodos restrictivos. Si 
bien esta lista no es exhaustiva, de manera amplia la hemos categorizado de la siguiente manera: 
control de viajes nacionales e internacionales, vigilancia física de las personas objetivo, 
limitación de oportunidades de empleo, educación y servicios estatales (listas negras), e 
incautación de propiedades y otros bienes.  
 
Estas medidas pueden estar ligadas a capturas, investigaciones y condiciones para la liberación, o 
también esgrimirlas separadamente. Se pueden aplicar de manera formal, con o sin notificación 
previa, o se pueden derivar de la presión social. El recordatorio constante de que la cárcel está a 
un solo paso en falso de la cárcel está íntimamente ligado a la muerte civil. 
 
Las tácticas que equivalen a la muerte civil son más potentes en combinación con otras. Por 
ejemplo, el seguimiento cercano de un individuo puede tener implicaciones para su capacidad de 
viajar tanto a nivel local como internacional. La vigilancia también puede ser muy visible cuando 
hay policía rondando la vivienda de la persona señalada y se interroga a sus vecinos, con lo cual 
se ejerce una presión social tal que puede limitar la posibilidad de encontrar trabajo y conducir a 
integrar una lista negra informal. Esta nebulosa de tácticas, y por consiguiente de resultados, 
subraya el hecho de que la muerte civil no es resultado de métodos singulares y fáciles de 
categorizar. Más bien, las tácticas represivas interactúan y se funden entre sí con el propósito de 
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crear obstáculos desde todos los ángulos. En los seis países en estudio, encontramos que se 
aplicaron algunas de estas combinaciones de tácticas de muerte civil a los opositores del 
gobierno. 
 
Debido a que las tácticas de muerte civil son más sutiles que la encarcelación directa, los 
regímenes represivos pueden emplearlas para dirigirlas a un gran número de opositores y críticos 
del gobierno sin mayor escrutinio por parte de organismos internacionales, gobiernos 
democráticos y otros actores. Estas medidas también pueden constituir una capa adicional de 
control después de concluida la sentencia de prisión o el período de detención. En términos 
generales, las presiones que llevan a la muerte civil contribuyen a disuadir la oposición y las 
críticas, lo que a largo plazo dificulta adoptar un cambio democrático. 
 
Control de viajes 
 
En los seis países analizados en ese estudio, las restricciones a los viajes internacionales y 
nacionales están ampliamente difundidas. Dentro de los mecanismos mediante los cuales se 
reprime el movimiento se cuentan la prohibición de viajar, el control de pasaportes, la exigencia 
de comparecer ante juzgados o estaciones de policía y demás medidas que trastornan la vida 
diaria y la participación social. 
 
La prohibición de viajar suele estar relacionada con investigaciones penales o constituir una 
condición para la liberación. Antes de las elecciones generales del 2021 en Nicaragua, Cristiana 
Chamorro, una de las candidatas presidenciales que fue objeto de investigación penal antes de las 
encuestas, estuvo bajo detención domiciliaria después de anunciar su candidatura y se le prohibió 
formalmente salir de Nicaragua, entre otras medidas.36 A principios de 2023, en Túnez, los 
críticos del gobierno Chaima Issa y Lazhar Akremi fueron detenidos por cargos no sustanciados 
de “conspiración contra la seguridad del estado” y detenidos durante cinco meses. Dentro de las 
condiciones para su liberación se contaban la prohibición de viajar y de “aparecer en espacios 
públicos,”37 lo cual fue descrito por un activista como “detención domiciliaria sin mencionar el 
nombre.”38 En Venezuela, después de que las autoridades reprimieron de forma violenta las 
protestas masivas contra el gobierno que comenzaron en 2014, muchos detenidos políticos 
también fueron puestos en libertad con la condición de que no podían viajar.39 
 
En algunos casos, las prohibiciones de viajar se expiden sin notificación alguna. Poco después de 
que Saïed asumió poderes excepcionales en 2021, su gobierno impuso prohibiciones de viaje a 
cientos de tunecinos, de los cuales muchos solo tuvieron noticia de la prohibición al ir al 
aeropuerto. Esta falta de notificación o documentación impide a las víctimas presentar recursos y 
niega la posibilidad de apelar, puesto que no suele estar claro qué entidad impone la 
prohibición.40  
 
En otros casos, las restricciones significan la prohibición de facto de viajar. En Tailandia, 
muchos políticos, activistas, académicos y periodistas, enviados a campos militares para 
“reajustar su actitud” después del golpe de 2014, fueron puestos en libertad con la condición de 
que firmaran acuerdos en los que prometían obtener permiso antes de viajar al extranjero, entre 
otras condiciones. El incumplimiento se castigaría con una nueva detención, una sentencia de 
prisión o el pago de  una multa.41 En 2020 y 2021, volvieron a surgir impedimentos similares a 
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los viajes en medio de las protestas en pro de la democracia. Los acusados a los que se les otorgó 
libertad bajo fianza debían obtener permiso de los tribunales para salir del país. El permiso solía 
denegarse.42  
 
La vigilancia también puede funcionar como restricción de viaje. Un representante tunecino 
perteneciente a la Organización contra la Tortura explicó que las visitas regulares de la policía a 
las viviendas de figuras tunecinas de la oposición de hecho constituían restricciones al 
movimiento: “Inclusive si no les está prohibido viajar, se encuentran con el acoso permanente de 
agentes de policía que se presentan en sus domicilios y les ordenan informar a la estación de 
policía antes de salir [de la región].”43 En Nicaragua, un año antes de las elecciones de 2021, la 
policía comenzó a vigilar regularmente a los presuntos candidatos presidenciales Félix 
Maradiaga y Juan Sebastián Chamorro. Después de que en últimas fueron acusados y 
sentenciados, las fuerzas de seguridad del estado bloquearon a estas dos figuras de la oposición y 
les impidieron salir de sus residencias; además, les informaron que les estaba prohibido salir de 
Managua, la capital.44 
 
Los procesos arbitrarios de control de pasaportes e inmigración por parte del estado también 
restringen la posibilidad de viajar. En Tanzania, los interrogatorios, sin motivo alguno, sobre la 
ciudadanía del viajero, han llevado a confiscar pasaportes de líderes de la sociedad civil y 
periodistas. La resolución de estas investigaciones puede tomar años, lo cual no permite a las 
personas señaladas trabajar ni vivir.45 Desde 2017, las autoridades de inmigración de Venezuela 
han confiscado o cancelado pasaportes de figuras de la oposición, activistas, periodistas y otros 
opositores, mientras las autoridades del gobierno se rehúsan a renovar o a expedir estos 
documentos.46 En Nicaragua, desde la dura opresión del 2018, los funcionarios hacen cada vez 
más difícil la salida y entrada al país de los defensores de derechos humanos, periodistas, 
sacerdotes, funcionarios del gobierno y personal judicial y han llegado a confiscar pasaportes 
abiertamente desde 2022.47 Igualmente, desde el intento de golpe de estado en Turquía en 2016, 
aquellos que tienen investigaciones abiertas se consideran “no aptos” para conseguir pasaportes, 
inclusive antes de que se dicte sentencia en su contra.48 Esto ocurre encima de la revocatoria 
masiva de más de 100.000 pasaportes de personas naturales después del intento de golpe de 
estado.49 
 
El requisito de comparecer ante un juzgado o estación de policía a intervalos regulares es otro 
medio de control de viajes y vigilancia de opositores y críticos. Aunque en Nicaragua los 
detenidos políticos vinculados con manifestaciones contra el gobierno fueron dejados en libertad 
como parte de un acuerdo de amnistía firmado en 2019, aún hay muchos a quienes se les exige 
registrarse periódicamente ante estaciones de policía. Más recientemente, la policía nicaragüense 
actuó de manera coordinada para detener a 57 personas el 3 de mayo de 2023, entre ellas 
periodistas y defensores de derechos humanos. A pesar de que fueron puestos en libertad 
rápidamente, los jueces les ordenaron comparecer diariamente ante la estación de policía más 
cercana,50 mientras muchos perdían sus empleos como resultado de que se veían obligados a 
cumplir con este estricto requisito.51 Muchos detenidos políticos que fueron dejados en libertad 
en Venezuela deben comparecer regularmente ante un juzgado.52 
 
El control del movimiento puede tener un efecto deletéreo, no solamente sobre el trabajo de 
defensoría, sino sobre el empleo y la educación. Un representante del Centro para los Defensores 
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y la Justicia de Venezuela describía la situación de un defensor de derechos humanos y 
periodista que había sido detenido y explicaba: “Esta víctima por lo general debe viajar a 
conferencias y trabajos fuera del país. Uno de los castigos que le impusieron fue la prohibición 
de viajar. De manera que, por más de un año, no podrá viajar.”53 Para los estudiantes, la 
prohibición de viajar limita la posibilidad de estudiar en universidades extranjeras. Además, el 
requisito de comparecer regularmente ante un juzgado o estación de policía también dificulta 
conservar o conseguir empleo y asistir a clases.54 
 
Así mismo, las restricciones de viaje pueden separar familias. Un defensor de derechos humanos 
explicó que las restricciones a los viajes impuestas por el régimen nicaragüense no solamente 
impiden que los exiliados vuelvan a casa—estas medidas tampoco permiten que sus familiares 
los visiten por miedo a que les nieguen la entrada al país: “Ninguno de los dos puede entrar ni 
salir, por miedo a que les pase lo mismo.”55 La muerte civil no se limita al objetivo principal del 
gobierno; cualquiera que forme parte de su entorno puede verse atrapado. 
 
Vigilancia física  
 
Los opositores del gobierno, tanto reales como presuntos, están expuestos a diversas formas de 
vigilancia física, especialmente por parte de las fuerzas de seguridad. Es posible que la policía 
rodee sus casas, los sigan cuando están fuera y hablen con sus vecinos y patronos. Además, 
actores no estatales, como los que apoyan al gobierno o vigilantes, también pueden realizar 
labores de vigilancia. Tales actos pretenden intimidar a figuras de la oposición política, 
activistas, defensores de derechos humanos, periodistas y otros, lo cual obstaculiza su trabajo y 
no les permite llevar una vida normal. 
 
En Nicaragua, los detenidos políticos que fueron amnistiados en 2019 y aquellos que 
participaron como activistas antes de las elecciones del 2021, fueron víctimas de hostigamiento 
por parte de miembros de la policía y partidarios del gobierno.56 Jesús Tefel, activista 
entrevistado por Freedom House, describió así el ambiente que vivió: 
 

Los principales líderes [activistas] siempre caminaban rodeados por patrulleros o policía 
nacional motorizada que los seguían a todas partes … Sin embargo, no era para 
protegerlos. Su objetivo era reprimirlos, vigilarlos y no había forma de huir de ellos. Por 
ejemplo, una vez me venían siguiendo dos motociclistas que ni siquiera llevaban el 
uniforme de la policía nacional. Iban vestidos de civil. [Más tarde,] en mi oficina, había 
varias patrullas y furgonetas de la policía y una cantidad considerable de agentes. Se 
llevaron mi licencia de conducir, me multaron, supuestamente por tratar de escaparme … 
Pasé tres o cuatro meses sin poder conducir por este problema. Era muy difícil salir y 
pasar inadvertido. Las residencias de los líderes siempre estaban custodiadas y ni siquiera 
se ocultaban, estaban a plena luz del día frente a todo el mundo … Nos pedían la cédula 
de identidad. Nos preguntaban adónde íbamos, de dónde veníamos, quién nos había 
visto.57 

 
En Tailandia, muchos de los activistas estudiantiles que participaron en las protestas a favor de la 
democracia en 2020–21 sufrieron una encarnizada vigilancia por parte de la policía, inclusive 
aquellos que habían sido detenidos y puestos en libertad bajo fianza. Kevin Hewison, un 



11 
 

politólogo y experto en democracia en Tailandia, señaló que “es común que los domicilios de los 
activistas estén rodeados de policía y en ocasiones se presentan a registrar sus residencias o a 
hablar con sus vecinos, de manera que están sometidos a una fuerte presión social para que 
renuncien al activismo.”58 Entre las personas afectadas hay menores de edad que han estado 
expuestos a una vigilancia permanente, lo cual, según Akarachai Chaimaneekarakate, líder de la 
defensoría de los Abogados Tailandeses para los derechos humanos, es “muy normal. De hecho, 
todos [los] acusados me cuentan la misma historia: ‘… Veo un tipo vestido con camiseta blanca 
y un corte de pelo peculiar y me digo: Sí, ese es policía vestido de paisano.’ Aprenden a 
identificar a los policías encubiertos.”59  Durante esa época también se utilizaban dispositivos de 
vigilancia electrónica en activistas tailandeses a quienes se había puesto en libertad bajo fianza.60 
 
Inclusive sin existir cargos en su contra, se cita a interrogatorios regulares a los opositores a 
quienes pretenden vigilar e intimidar. El politólogo Nate Grubman, hablando del líder tunecino 
de la oposición Rached Ghannouchi, quien está preso, destacó,61: “Antes de capturarlo, parece 
que tenía que comparecer ante el juzgado cada quince días por un cargo x y pasaba todo el día 
respondiendo preguntas. Luego, al final del día, lo mandaban a su casa. Es un hombre mayor. 
Imagínese la carga que tenía que llevar sobre sus hombros. Eso sería una carga para 
cualquiera.”62 
 
La amenaza de la vigilancia, además de los allanamientos de moradas y oficinas, también 
obligaron a las personas a modificar su comportamiento adoptando medidas de seguridad más 
fuertes. En Tanzania, Fulgence Massawe, director de defensoría y reformas para el Centro 
Jurídico y de Derechos Humanos, mientras nos mostraba las tarjetas de las oficinas de su grupo, 
dijo: “Solíamos trabajar libremente, pero ahora tenemos que llevar todos [estos] códigos de 
acceso, tarjetas magnéticas, comenzamos a usarlas hace poco.”63 Los allanamientos de morada 
en Turquía se han convertido en algo tan común para los opositores del gobierno  que preparan 
sus viviendas para esta eventualidad. Banu Tuna, periodista y activista turca, explicó que los 
agentes de policía suelen llevar a cabo estos allanamientos el día viernes en la mañana con el fin 
de que las personas señaladas pasen todo el fin de semana detenidos. Habló de un actor de la 
sociedad civil que planeaba sus tareas semanales sobre la base de que esto podía suceder.64 
 
Esta vigilancia tan visible crea presión social, desincentiva el libre movimiento y genera una 
carga sicológica significativa. Por ejemplo, Eric Goldstein, director adjunto de la División para el 
Medio Oriente y África del Norte de Human Rights Watch, señaló que en Túnez aquellos que 
reciben visitas frecuentes de la policía están abocados al ostracismo por parte de sus 
comunidades, “pero no necesariamente porque sus vecinos crean que el objetivo ha sido 
capturado de manera justa, sino porque tratan de evitar cualquier contacto que los pueda poner 
bajo sospecha.”65 Un actor tanzano de la sociedad civil, al hacer un recuento de su propia 
experiencia, dijo lo siguiente: “Se aseguran de que uno no se pueda establecer.”66  
 
Además de otras tácticas que conducen a la muerte civil, la vigilancia no permite a los activistas, 
periodistas, figuras de la oposición y otros fomentar el cambio democrático y el respeto por los 
derechos humanos. Hablando del ambiente en la Venezuela de Maduro, un académico afirmó lo 
siguiente: “Creo que en el momento actual… los activistas de la sociedad civil o los líderes de 
movimientos de alto perfil … se sienten observados constantemente, es decir que tienen que 
pensar 10 veces todo lo que van a hacer y cerciorarse de no incomodar al gobierno .”67 Un actor 
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de la sociedad civil, al tratar el tema de la actividad en medios sociales en Turquía, comentó lo 
siguiente: “la mitad de uno piensa, ah, voy a estar bien. No van a perseguirme. Y la otra mitad 
[dice], si de hecho me persiguen, se me acabó la vida.”68 
 
Bloqueo del acceso al trabajo, a la educación y a los beneficios del gobierno 
 
Las figures de la oposición política, los defensores de derechos humanos, los periodistas, los 
antiguos adeptos al régimen y el pueblo en general están expuestos a restricciones politizadas 
para el empleo y la educación, a recortes en beneficios sociales e incluso a la negación de la 
ciudadanía. Esta especie de lista negra es más evidente en el sector público, aunque la presión de 
la sociedad también puede tener un fuerte impacto sobre la capacidad de las personas para 
formar parte del sector privado. 
 
Las listas negras sistemáticas surgen a raíz de la aceleración de la erosión de la democracia. 
Cuando el expresidente Chávez reformó la sociedad venezolana, “el terror…era aparecer en la 
lista negra, puesto que se perdía el acceso al empleo y a los servicios del gobierno,” señaló el 
politólogo Javier Corrales,.69 Por ejemplo, los intentos por destituir tanto a Chávez como a 
Maduro de la presidencia, desencadenaron despidos masivos e inclusiones en las listas negras. 
Después de intentar derrocar a Chávez en 2004, el político gobiernista Luis Tascón publicó en 
redes una lista de personas que habían firmado la petición y esta información fue recogida por el 
Consejo Nacional Electoral, a instancias de Chávez. La que a manera de epónimo se llamó la 
Lista Tascón era una guía de decisiones de despido e inclusión en listas negras para uso del 
gobierno y los patronos de las empresas de propiedad estatal.70 Ocurrieron purgas similares 
durante el intento de destituir a Maduro en 2016.71 En Nicaragua, muchos servidores públicos, 
inclusive el personal del sector salud, y los maestros y profesores fueron despedidos por 
desempeñar un papel preponderante en las protestas de 2018 o por colaborar con los 
participantes.72  
  
En Turquía, un grupo de más de mil académicos, conocido como Académicos para la Paz, 
firmaron una carta abierta en enero de 2016 expresando su apoyo a la paz con el grupo ilícito 
llamado Partido de Trabajadores de Kurdistán (PKK). Posteriormente, los firmantes fueron 
despedidos de sus empleos y expulsados del sector público.73 En respuesta a esta carta, un 
periodista proclive al gobierno hizo un llamado a aplicar “mecanismos de muerte civil” a los 
firmantes y pidió su exclusión de la sociedad.74 A los pocos meses, después del intento de golpe 
de estado, más de 100.000 empleados del sector público fueron despedidos de sus cargos 
mediante decreto y sin el debido proceso,75 supuestamente por su afinidad con la Organización 
Terrorista Fetullahista (FETÖ), grupo señalado por el gobierno como responsable del intento de 
golpe de estado. Al igual que los Académicos para la Paz, a estos servidores públicos se les 
prohibió trabajar en el sector público, se revocaron sus pasaportes y se les negó el acceso a los 
beneficios de salud.76 Al ser señalados ante el público como afines a FETÖ, han sufrido un 
enorme impacto sobre su seguridad y libertad de movimiento, y están expuestos a ser detenidos 
nuevamente.77 
 
En Nicaragua, los detenidos políticos amnistiados no podían volver a la universidad, puesto que 
se borraron todos sus registros y les era difícil encontrar trabajo debido a la estigmatización 
social. Un defensor de derechos humanos recordó un caso de una amnistiada a quien “ni siquiera 
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se le permitía realizar trabajos pequeños para su comunidad. Salía a planchar o lavar ropa … y 
sus patronos le decían que no podía seguir trabajando para ellos por ser instigadora del golpe.”78 
Antiguos detenidos políticos conectados con las protestas en pro de la democracia en Tailandia, 
con varios cargos pendientes, también han tenido que afrontar presiones sociales similares y no 
les ha sido fácil encontrar trabajo; además, tampoco pueden estudiar.79 Varios entrevistados en 
Turquía mencionaron la misma estigmatización de los objetivos: “Cuando uno sale de la cárcel, 
la marca y la huella sale con uno,” señaló un académico turco.80  
 
La discriminación en la distribución de los beneficios del estado también contribuye a la muerte 
civil. En 2017, el gobierno venezolano lanzó una tarjeta de identificación, conocida como carnet 
de la patria, que está conectado con una plataforma digital centralizada. El carnet es necesario 
para acceder a los servicio del gobierno, como pensiones, medicinas y alimentos.81 Hernández-
Roy anotó que el carnet “se utiliza como arma … con él se pueden hacer seguimientos” y, si 
existe la sospecha de que alguien es detractor, “no califica para los subsidios.”82 En Túnez, 
algunos magistrados, legisladores y otros que fueron destituidos por Saïed de forma arbitraria 
perdieron el seguro de salud, lo cual es especialmente nocivo puesto que muchos de ellos son 
personas mayores y padecen de alguna enfermedad.83  
 
Los miembros de la familia también han sufrido alguna forma de muerte civil. En Nicaragua, los 
movimientos del gobierno para despojar a los opositores y críticos de su nacionalidad tuvieron 
graves consecuencias sobre los parientes de las víctimas. Se ha informado que a los hijos e hijas 
de los objetivos se les ha negado atención médica, matrículas escolares y pasaportes.84 En 
algunos casos, el gobierno despoja a los niños del apellido del padre en el registro civil cuando 
éste ha sido señalado por el estado.85 En Tanzania, los hijos de los miembros de la oposición no 
pueden conseguir beneficios del estado, cómo préstamos para estudios universitarios. Un 
académico compartió la historia de un muchacho que no lo consiguió: “Dijeron algo así como, 
uy, no tenemos tinta para el sello. El muchacho volvió con la tinta y le dijeron que esa no era la 
tinta oficial del gobierno y que por lo tanto no la podían utilizar.”86 Para enfatizar la posibilidad 
de entrar a formar parte de una lista negra, el académico agregó: “Siempre existen estos cuellos 
de botella donde, esencialmente, pueden negar el acceso de las personas a beneficios que 
deberían ser estatutarios.”87 
 
Si bien la muerte civil puede ser gradual, debido a que las consecuencias de las tácticas 
represivas se acumulan con el tiempo, en febrero de 2023 ocurrió in caso extremo y súbito, 
cuando tres jueces nicaragüenses despojaron a 316 personas de su ciudadanía, dentro de los que 
se contaban 222 presos políticos que habían sido puestos en libertad y enviados a Estados 
Unidos. Desde el punto de vista legal, la medida se justificó sobre la base de reformas 
legislativas que permiten a las autoridades revocar la ciudadanía de quienes el estado considere 
traidores. Dentro de los afectados están periodistas, defensores de derechos humanos, líderes de 
la sociedad civil, líderes de la oposición y funcionarios del gobierno.88 Para muchos ha sido una 
lucha el reto de establecerse en un nuevo país y simultáneamente procesar las circunstancias 
traumáticas del exilio y, “poco a poco,” dijo un abogado de derechos humanos, “van perdiendo el 
interés por lo que sucede en Nicaragua.”89 
 
Control de activos  
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Otra táctica que contribuye a la muerte civil es limitar el acceso de opositores y críticos a sus 
bienes, y por consiguiente al alojamiento y bienestar económico, lo cual se suele utilizar en 
conjunto con otras tácticas que ya hemos descrito. Igualmente, la incautación de cuentas 
bancarias y la confiscación de bienes pueden estar ligadas a investigaciones penales, detenciones 
y condiciones para la puesta en libertad, o pueden ser medidas independientes. 
 
En el caso de los detenidos políticos que se considere han violado la Ley Orgánica Contra el 
Crimen Organizado y la Financiación del Terrorismo de Venezuela, la ley permite confiscar sus 
bienes, inclusive después de viajar o huir del país: “Se ven muchas residencias y oficinas en todo 
el país donde la policía… los funcionarios de inteligencia …las usan como domicilio personal y 
privado,” afirma un líder venezolano de la sociedad civil, hablando de los bienes incautados.90 
Las autoridades venezolanas también han congelado cuentas bancarias de opositores y 
confiscado bienes y negocios de manera generalizada.91 Al igual que otras tácticas, el 
congelamiento de bienes también se puede imponer a miembros de la familia.92 
 
Últimamente, un actor de la sociedad civil de Tanzania perdió su empresa después de que se le 
imputaron cargos penales sin base alguna, junto con otras medidas de muerte civil: 
 

No se me permitió cruzar las fronteras de Dar es Salaam. Me retuvieron el pasaporte. 
Congelaron mis cuentas bancarias. Yo tenía un negocio con ánimo de lucro. Ahora es lo 
que hacen … Se aseguran de que uno no haga negocios. Dejé de generar ingresos porque 
lograron llegar a todas las personas con las que yo trabajaba, mis proveedores, todos … 
[los] intimidaron y todos ellos dejaron de trabajar conmigo. La empresa de la cual era 
propietario fue tomada por unos tipos del partido de gobierno sin que yo firmara ningún 
documento. De manera que, de pronto, me encontré con que ya no era director de mi 
propia compañía. Ya no era accionista de mi empresa.93 
 

En febrero de 2023, además de despojar a más de 300 nicaragüenses de su nacionalidad, los 
jueces ordenaron la incautación de sus bienes. El estado confiscó casas y haciendas borrando los 
nombres de sus dueños de las escrituras de propiedad y los bancos congelaron las cuentas de las 
víctimas. Los parientes y arrendatarios que vivían en las propiedades incautadas fueron 
obligados a pagar el arriendo a la fiscalía general.94 Se reportó que la incautación de bienes se ha 
extendido más allá de los apátridas. Un periodista nicaragüense señaló: “Hay personas que no 
han sido acusadas de traición, a pesar de ser opositoras. Sin embargo, sus hogares han 
desaparecido del registro de bienes. Eso significa que, de un día para otro, uno se queda sin nada. 
Las cuentas bancarias están congeladas y el banco ni siquiera advierte al cuentahabiente.”95  
 
El congelamiento de cuentas bancarias conlleva serios problemas para aquellos que carecen de 
seguridad económica. Hablando de las condiciones en Túnez, Radwan Masmoudi, presidente del 
Centro para el Estudio del Islam y la Democracia, compartió lo siguiente: “La gente está 
sufriendo muchísimo. La economía va mal, muy mal. Hay escasez de alimentos. Si a eso se le 
suma que sus cuentas bancarias están congeladas, ¿cómo se supone que uno viva?”96  
 
Amenaza persistente de muerte civil 
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Entre las condiciones que provocan la muerte civil, ya sean éstas prohibición de viajar, vigilancia 
policial, eliminación de registros académicos o pensiones congeladas, existe el temor de que el 
objetivo señalado sea enviado a prisión en cualquier momento. Una muletilla recurrente entre 
todos los entrevistados por Freedom House es el hecho de que normalmente los procesos penales 
nunca se resuelven por completo y dejan abierta la posibilidad de una nueva detención. Los 
obstáculos a la participación normal en sociedad, junto con la amenaza permanente de 
convertirse en preso político, han logrado que los opositores del gobierno huyan del país. Las 
consecuencias de la muerte civil también sirven de advertencia para otros.97 
 
La muerte civil inhibe el cambio democrático porque puede desembocar en que los defensores de 
derechos humanos, periodistas, figuras de la oposición, y otros renuncien al trabajo de toda su 
vida. Akarachai, de Abogados Tailandeses para los Derechos Humanos, dijo: “Muchos de los 
líderes de las protestas están sobrecargados con todas estas condiciones para las fianzas y 
creemos que muchos de ellos están verdaderamente cansados. Este hostigamiento judicial 
permanente, las condiciones para la fianza …realmente desgastan y muchos se vuelven menos 
activos políticamente.”98 Berna Akkızal, directora ejecutiva y cofundadora de la Asociación de 
Estudios Espaciales Cívicos de Turquía, expresó preocupaciones similares: “Las personas se 
acostumbran a este tipo de cosas, supongo. La gente se acostumbra a la opresión. Esa es la parte 
más difícil de mi tarea como activista.”99 
 
Las tácticas más sutiles que llevan a la muerte civil, comparadas con la prisión política directa, 
también dificultan que las partes interesadas externas reconozcan cuándo hay muerte civil y 
cómo ésta limita el trabajo de la democracia y los derechos humanos. La identificación de las 
tácticas que desembocan en muerte civil y la comprensión del impacto general que ésta tiene 
sobre el objetivo en términos de salud física y mental, bienestar económico y, en la raíz, la 
capacidad de participar en la sociedad, son cruciales para seguir luchando por revertir la erosión 
de la democracia. 
 

Ataques contra la independencia judicial y recursos limitados  
 
Uno de los hallazgos fundamentales que surge de los casos de estudio en los seis países, y que 
tiene consecuencias para las democracias amenazadas en todo el mundo, es el papel crucial que 
desempeña el poder judicial. Además de facilitar la encarcelación política y la muerte civil, el 
debilitamiento de la independencia judicial limita drásticamente la posibilidad de que las 
víctimas tengan oportunidad de presentar recursos y exigir responsabilidad. Simultáneamente, en 
un régimen tendiente a la autocracia, los miembros del poder judicial también se convierten en 
presos políticos y víctimas de muerte civil, lo cual se agrava por la decadencia de la 
independencia judicial. 
 
En varios casos analizados por Freedom House, los aspirantes a autócratas que ganaron las 
elecciones están empeñados en reformar el poder judicial. Antes de asumir la presidencia de 
Nicaragua en 2007, Daniel Ortega, mediante una alianza con el entonces presidente Arnoldo 
Alemán, logró el respaldo de una serie de nominados para magistrados para ampliar la Corte 
Suprema de Justicia. Además, los tribunales conservaron a algunos jueces aliados de  Ortega 
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inclusive antes de formalizar el pacto.100 En el momento en que se levantaron las protestas de 
2018, ya estaba en funciones una judicatura complaciente que servía de facilitadora esencial para 
las detenciones, acusaciones penales y encarcelaciones politizadas.101 
 
La situación de Venezuela es similar. En 1999, después de que Chávez se posesionara como 
presidente, efectivamente éste logró el poder de destituir jueces y conformar un poder judicial 
por medio de cuerpos legislativos dominados por chavistas. Posteriormente, éstos se encargaron 
de crear una comisión de emergencia para destituir o suspender jueces mediante dudosos 
alegatos de presunta corrupción y luego conformaron una Corte Suprema de Justicia plagada de 
magistrados nombrados por su lealtad al gobierno. Debido a que la Corte Suprema controla las 
nominaciones de las cortes más bajas, gradualmente el conjunto del sistema judicial perdió 
independencia.102 La transformación del poder judicial venezolano que se atribuye a Chávez 
facilitó la represión masiva que comenzó con la presidencia de Maduro en 2014,103 e igualmente 
agudizó la falta de recursos judiciales legítimos. 
 
Igualmente, Erdoğan ha venido debilitando la independencia judicial en Turquía. Los defectos de 
un poder judicial, ya de por sí politizado, se acrecentaron por causa del referéndum 
constitucional de 2010 que otorgó a Erdoğan el poder de restructurarlo y abrió la puerta a juicios 
ficticios contra personas o instituciones percibidas como opositoras del partido de gobierno, 
Partido de Justicia y Desarrollo (AKP).104 En 2018, un referéndum constitucional le otorgó a 
Erdoğan incluso más poder para nombrar miembros de la judicatura.105 Además, las sentencias 
de los tribunales a favor de los acusados en la práctica no son efectivas, como el fallo de 2019 
que revocaba castigos previos y defendía la libertad de expresión de los Académicos para la Paz. 
A pesar de este fallo favorable, muchos miembros del grupo fueron víctimas de algunos 
elementos de muerte civil. Por ejemplo, no podían encontrar trabajo académico por cuanto 
Erdoğan nombró rectores universitarios partidarios del gobierno que eran reacios a volver a 
contratar académicos disidentes.106 
 
En Túnez, poco después de la suspensión del parlamento en 2021, el presidente Saïed disolvió el 
Alto Consejo Judicial y lo sustituyó por un cuerpo temporal cuyos miembros son nombrados por 
decreto.107 Posteriormente, Saïed expidió un decreto que le permitía destituir a cualquier juez sin 
el debido proceso y posteriormente despidió a 57 jueces por supuesta corrupción financiera y 
moral.108 Aunque el Tribunal Administrativo de Túnez suspendió 49 de estos despidos, el 
Ministerio de Justicia se niega a reincorporar a los jueces.109 “Las instituciones prácticamente ya 
no existen,” señaló un antiguo preso político tunecino. “Nuestros jueces tienen miedo de dictar 
sentencias en los procesos…Cuando una sociedad carece de justicia, va muy mal.”110  
 
Los tribunales militares y de jurisdicción especial, que limitan aún más el derecho al debido 
proceso, también se utilizan como arma contra opositores y críticos del gobierno. Por ejemplo, 
los procesos políticos en Venezuela pueden ser juzgados por tribunales militares o de 
jurisdicción especial cuando se trata de casos de terrorismo.111 Durante un tiempo, posterior al 
golpe militar de 2014 en Tailandia, algunos delitos, como los de lesa majestad, sedición y 
violación de los mandatos y anuncios de la junta militar, están bajo la jurisdicción militar.112 
 
Los mismos jueces corren el riesgo de convertirse en objetivos políticos. Después del intento de 
golpe en 2016 en Turquía, el gobierno llevó a cabo una purga de  más de 4.000 jueces y 
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fiscales,113 y más de 2.000 fueron detenidos por sospecha de participación en la conspiración o 
por pertenecer a organizaciones terroristas.114 Dos de los 57 magistrados destituidos en Túnez 
fueron capturados y detenidos sin juicio durante varios meses.115 El rechazo de los ataques 
contra la independencia judicial también ha sido castigado: cuando un juez tunecino colaboró 
con la organización de una huelga para protestar contra los despidos arbitrarios, el Alto Consejo 
Judicial Temporal le negó su inmunidad en calidad de juez y abrió investigación penal en su 
contra por “incitación.”116 
 
En Venezuela, la juez María Lourdes Afiuni fue privada de su libertad durante años por un 
proceso que sirvió de advertencia para otros jueces en el sentido de que carecían de protección 
contra las represalias severas y arbitrarias del estado.117 En 2009, Afiuni ordenó la liberación 
supervisada de un banquero acusado de delitos financieros, puesto que estuvo detenido sin 
condena por más tiempo del límite legal; posteriormente, esta persona huyó de país. Poco tiempo 
después de su decisión, Afiuni fue capturada por delitos de corrupción, detenida en prisión y dos 
años después se le otorgó detención domiciliaria, antes de ser liberada con la condición de que 
no saliera de Venezuela, entre otras medidas. In 2019, fue condenada a cinco años de cárcel.118 
(La sentencia no ha sido ejecutada aún.) 
 
En un choque de trenes entre las altas cortes de Turquía, el tribunal de apelación más alto del 
país no solamente inadmitió la decisión dictada en noviembre de 2023 por la Corte 
Constitucional en el sentido de que Can Atalay, abogado y miembro electo del parlamento, quien 
ha permanecido detenido desde abril de 2022, debía ser puesto en libertad, sino que presentó 
denuncia penal contra los miembros de la Corte Constitucional que votaron a favor de su 
liberación.119 Separadamente, en Venezuela y Tanzania, los jueces que cayeron en desgracia con 
las autoridades han sido transferidos de manera arbitraria, en ocasiones a zonas apartadas.120 
 
Además, los fallos de la justicia regional, que deberían ser el último recurso, no siempre se 
sostienen. En 2011, la Corte Suprema de Justicia de Venezuela dictaminó que la decisión 
vinculante de la Corte Interamericana, en el sentido de revertir la prohibición de que la figura de 
la oposición Leopoldo López presentara su candidatura no se podía hacer efectiva,  puesto que 
contradecía la constitución del país y violaba su soberanía.121 Turquía ha ignorado la orden 
dictada por la Corte Europea de Derechos Humanos en el sentido de poner en libertad al 
filántropo y líder cívico Osman Kavala y al político de la oposición Selahattin Demirtaş, 
mientras en 2019 el gobierno tanzano revocaba el derecho ciudadano de presentar demandas 
directamente ante la Corte Africana para los Derechos Humanos y de los Pueblos.  Tanzania ha 
obtenido la cifra más alta de procesos y juicios entablados en su contra.122  
 
La carencia de independencia judicial a nivel sistémico deja pocos caminos abiertos para la 
presentación de recursos por parte de opositores y críticos del gobierno que se encuentran 
privados de la libertad por motivos políticos o sufren muerte civil. Mientras la resiliencia de un 
puñado de jueces de mentalidad independiente puede ser fuente de esperanza, ellos mismos no 
están protegidos y actúan por su propia cuenta y riesgo. 
 
Avance hacia el futuro 
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La prisión política y las tácticas de muerte civil son herramientas esenciales que utilizan los 
líderes autoritarios y no democráticos en el intento de expulsar de la sociedad a sus críticos más 
ruidosos. Además, el hecho de utilizar tácticas más sutiles de muerte civil contra sus opositores 
les permite evadir el escrutinio externo y el clamor que suele suscitar la prisión de carácter 
político. En cada uno de los seis países en estudio, encontramos que se aplicaron la encarcelación 
política y las tácticas de muerte civil contra los opositores del gobierno cuando éstos emprendían 
una serie de actividades encaminadas a apoyar la democracia y los derechos fundamentales. 
Encontramos además que los intentos de eliminarlos de la sociedad iban acompañados de 
períodos de fuerte deterioro de la democracia. 
 
A pesar del laberinto de penurias que sufren o pueden llegar a sufrir tanto defensores de derechos 
humanos, como activistas de la democracia, periodistas, opositores políticos, manifestantes y 
personas del común en entornos tendientes a la autocracia, el trabajo de personas valientes que 
luchan por sacar a la luz y contratacar los abusos es razón suficiente para no perder la esperanza. 
A pesar de correr un gran riesgo, las organizaciones de la sociedad civil documentan la violación 
de los derechos humanos y ayudan a las víctimas. Los abogados defensores defienden a sus 
clientes que languidecen en prisión, se enfrentan a procesos penales ridículos o están sujetos a 
prohibiciones arbitrarias de viaje y las familias denuncian el confinamiento y los malos tratos 
injustos a los que se somete a sus seres queridos, buscan soluciones y abogan por su liberación. 
En este proceso, crean conexiones con aquellos que se encuentran en circunstanciadas 
igualmente aterradoras. En los tribunales todavía quedan jueces y fiscales imparciales que 
trabajan por el respeto al debido proceso y rechazan las persecuciones—aunque los riesgos que 
corren al hacerlo subrayan la importancia de evitar, como primera medida, la degradación de la 
independencia del poder judicial.  
 
La conjugación de estos esfuerzos recuerda a los defensores de la democracia que la lucha por la 
libertad, incluso en entornos cada vez más amenazantes, no son en vano. Trabajar por garantizar 
la liberación incondicional de los presos políticos es un paso que deben dar los actores 
internacionales y los gobiernos democráticos para complementar la defensoría local. 
 
Sin embargo, los desafíos para los presos políticos y sus familias no terminan con su liberación. 
También es de gran importancia proporcionar recursos a largo plazo para garantizar el 
tratamiento psicosocial y médico, reconocer las tácticas visibles de muerte civil y traer estas 
circunstancias a la luz.  Esto podría, en primer lugar, elevar el costo de imponer restricciones. 
Las anteriores son apenas algunas de las medidas que se pueden tomar para contrarrestar el 
autoritarismo y evitar futuras oleadas de represión. 
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https://scholarship.law.upenn.edu/cgi/viewcontent.cgi?article=1067&context=penn_law_review; National Council 
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High Commissioner for Human Rights, “UN rights expert urges action to end ‘civil death’ of persons affected by 
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